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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – SIETE (07) DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0463 (T02-2023-00055-01 S.I.) 
ACCIONANTE: JAIME PAEZ HERRERA en calidad de agente oficioso de MAYERLINE BARNES 
VILLAREAL 
ACCIONADO: CAJACOPI EPS 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 4 de julio de 2023 por el JUZGADO  SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela impetrada por 
JAIME PAEZ HERRERA en calidad de agente oficioso de MAYERLINE BARNES VILLAREAL en 
contra de CAJACOPI EPS por la presunta violación de su derecho fundamental a la 
SALUD, DIGNIDAD HUMANA Y SEGURIDAD SOCIAL 

 
HECHOS 

Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
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DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD a través de auto adiado 16 de junio de 
2023, ordenándose oficiar a la accionada para que rindiera un informe sobre los hechos 
de la acción de tutela. Vincular al trámite a ALCALDIA DE SOLEDAD, SECRETARIA DE 
SALUD DE SOLEDAD, GOBERNACION DEL ATLANTICO Y SECRETARIA DE SALUD 
DEPARTAMENTAL DEL ATLANTICO, Informe rendido en los siguientes términos: 
 
INFORME GOBERNACION DEL ATLANTICO 
LUZ SILENE ROMERO SAJONA, en calidad de Secretaria Jurídica del Departamento del 
Atlántico manifestó: 
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INFORME CAJACOPI EPS 
JOBANINA RUIZ CANTILLO, en calidad de Gerente Regional Atlántico, manifestó: 
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INFORME SECRETARIA DE SALUD DE SOLEDAD 
EDISON MANUEL BARRERA REYES, en calidad de secretario de salud, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOLEDAD, mediante providencia del 4 de julio de 2023, resolvió  negar la solicitud de 
amparo al considerar que los hechos que dieron origen a la acción de tutela fueron 
superados. 
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
 

Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado:  
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PROBLEMA JURÍDICO 
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De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes 
consiste en determinar si es procedente conceder el amparo invocado por el actor, 
presuntamente vulnerados por CAJACOPI EPS con ocasión de la solicitud de valoración 
por ortopedia y atención medica domiciliaria 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

El marco constitucional está conformado por el artículo 23, 44 y 86 de la Constitución  

Política,  Decreto 2591 de 1991. Ley 1155 de 2015,  Sentencia T-597/08 Sentencia T-

1039/12, Sentencia T-362/15, T-954/14, T-661/14, T- 362 - 2015  entre otras. 

 

CONSIDERACIONES 

El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 

declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 

protección. 

La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 

mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 

cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 

así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 

estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u 

omisión de cualquier persona. 

Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 

por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento 

que permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen 

de vías judiciales, o en  las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la 

vulneración de un derecho. Sin embargo,  debe resaltarse que a ella corresponde 

igualmente asegurar que las competencias de otras jurisdicciones sean respetadas, es 

decir, está la de señalarse a la Acción de Tutela límites precisos, de manera que se 

pueda armonizar el interés por la defensa de los derechos fundamentales con la 

obligación de respetar el marco de acción de las otras jurisdicciones establecidas. Así 

mismo se tiene que la Acción de Tutela de naturaleza protege exclusivamente los 

derechos constitucionales fundamentales.  

Como quiera que la acción de tutela es interpuesta por la presunta trasgresión del 

derecho fundamental de petición este despacho realizará una breve referencia al mismo 

para finalmente estudiar el fondo del asunto. 

La Constitución Política (Art. 23) consagra que “toda  persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta solución”. 

La Corte Constitucional, ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la 

autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo 

pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva 

la cuestión, sea de manera favorable o desfavorable a los intereses del peticionario; iii) en 

forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole tal contestación al 

solicitante. Si emitida la respuesta requerida, falla alguna de los tres presupuestos finales, 

se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. 

En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado: 

“… el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna a la 

petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos 

características deben estar complementadas con la congruencia de lo 

respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello 

preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto 
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principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera 

congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar 

a una información plena de la respuesta dada. 

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la 

solicitud conoce su respuesta, Se hace necesario reiterar que no se considera como 

respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el 

titular del derecho fundamental.”1 

SALUD La salud fue inicialmente consagrada en los artículos 48 y 49 de la Constitución 

Política como un servicio público a cargo del Estado y concebida como derecho 

económico, social y cultural por su naturaleza prestacional. Si bien se reconocía su 

importancia por el valor que tenía para garantizar el derecho fundamental a la vida –sin el 

cual resultaría imposible disfrutar de cualquier otro derecho–, inicialmente se marcaba una 

división jerárquica entre los derechos de primera y segunda generación al interior de la 

Constitución: los primeros de aplicación inmediata y protección directa mediante acción de 

tutela (Capítulo I del Título II); los segundos de carácter programático y desarrollo 

progresivo (Capítulo II del Título II). 

Esta división fue gradualmente derribada por la jurisprudencia constitucional para avanzar 

hacia una concepción de los derechos fundamentales fundada en la dignidad de las 

personas y en la realización plena del Estado Social de Derecho. De esta manera, pese al 

carácter de servicio público de la salud, se reconoció que su efectiva prestación constituía 

un derecho fundamental susceptible de ser exigido a través de la acción de tutela. A 

continuación se hará una breve reseña de los pronunciamientos cruciales que 

desarrollaron la concepción de la salud como derecho fundamental en sí mismo. 

Derecho fundamental por conexidad 

Una de las primeras sentencias en ampliar la concepción de la salud como servicio 

público y avanzar hacia su reconocimiento como derecho fundamental fue la sentencia T-

406 de 1992. En ella, se consideró que los derechos económicos, sociales y culturales 

pueden ser considerados como fundamentales en aquellos casos en que sea evidente su 

conexión con un derecho fundamental de aplicación inmediata: probada esta conexión, 

sería posible su protección en sede de tutela. En ese sentido, en un primer momento la 

postura de la Corte Constitucional giró en torno a la posibilidad de intervenir y proteger el 

acceso a la salud de las personas por su “conexidad” con el derecho fundamental a la 

vida. 

Es decir, según el criterio de “conexidad”, bajo ciertas circunstancias el acceso al servicio 

público de salud era susceptible de ser exigido por vía de tutela si se evidenciaba que su 

falta de prestación podía vulnerar derechos fundamentales, como la vida y la dignidad 

humana. El principal mérito de esta sentencia fue su aporte en la construcción de un 

verdadero Estado Social de Derecho al igualar, con fines de protección, los derechos 

económicos, sociales y culturales con los derechos fundamentales. 

DIGNIDAD HUMANA como base de los derechos fundamentales 

Más adelante, en la sentencia T-227 de 2003, la Corte Constitucional en un esfuerzo por 

sistematizar su postura en torno a la definición de derechos fundamentales, señaló: 

“Es posible recoger la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre el concepto de 

derechos fundamentales, teniendo como eje central la dignidad humana, en tanto que 

valor central del sistema y principio de principios. Será fundamental todo derecho 

constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea 

traducible en un derecho subjetivo. Es decir, en la medida en que resulte necesario para 
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lograr la libertad de elección de un plan de vida concreto y la posibilidad de funcionar en 

sociedad y desarrollar un papel activo en ella”. 

La Corte sostuvo en este pronunciamiento que el entendimiento de la persona y de la 

sociedad en clave del Estado Social de Derecho debe girar en torno de su dignidad 

humana y no principalmente en torno de su libertad. Es decir, se pone la libertad al 

servicio de la dignidad humana como fin supremo de la persona y de la sociedad. En ese 

contexto, la salud adquiere una connotación fundamental como derecho esencial para 

garantizar a las personas una vida digna y de calidad que permita su pleno desarrollo en 

la sociedad. Por ello, los derechos económicos, sociales y culturales, no serán un mero 

complemento de los derechos de libertad, sino que serán en sí mismos verdaderos 

derechos fundamentales. 

Esta postura marcó un nuevo avance en la concepción de la salud, pues determinó que el 

elemento central que le da sentido al uso de la expresión derechos fundamentales es el 

concepto de dignidad humana, el cual está íntimamente ligado al concepto de salud. 

La salud como derecho fundamental autónomo 

La anterior postura, basada en la dignidad del individuo como eje de los derechos 

fundamentales, contribuyó a superar la argumentación de la “conexidad” como estrategia 

para proteger un derecho constitucional. Esta nueva concepción advirtió que más allá de 

la discusión académica, no existe una verdadera distinción entre derechos fundamentales 

y derechos económicos, sociales y culturales. La Corte Constitucional fue clara al señalar 

en la sentencia T-016 de 2007 lo siguiente:   

“Hoy se muestra artificioso predicar la exigencia de conexidad respecto de derechos 

fundamentales los cuales tienen todos –unos más que otros– una connotación 

prestacional innegable. Ese requerimiento debe entenderse en otros términos, es decir, 

en tanto enlace estrecho entre un conjunto de circunstancias que se presentan en el caso 

concreto y la necesidad de acudir a la acción de tutela en cuanto vía para hacer efectivo 

el derecho fundamental”. 

Finalmente, la sentencia central en el reconocimiento del acceso a los servicios de salud 

como derecho fundamental autónomo fue la sentencia T-760 de 2008. En este 

pronunciamiento la Corte se apoyó en los desarrollos internacionales y en su 

jurisprudencia precedente para trascender la concepción meramente prestacional del 

derecho a la salud y elevarlo, en sintonía con el Estado Social de Derecho, al rango de 

fundamental. En ese sentido, sin desconocer su connotación como servicio público, la 

Corte avanzó en la protección de la salud por su importancia elemental para la garantía 

de los demás derechos. 

La mencionada sentencia señaló que todo derecho fundamental tiene necesariamente 

una faceta prestacional. El derecho a la salud, por ejemplo, se materializa con la 

prestación integral de los servicios y tecnologías que se requieran para garantizar la vida 

y la integridad física, psíquica y emocional de los ciudadanos. En ese orden de ideas, esta 

Corporación indicó que “la sola negación o prestación incompleta de los servicios de salud 

es una violación del derecho fundamental, por tanto, se trata de una prestación 

claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela”. 

En síntesis, el derecho fundamental a la salud integra tanto la obligación del Estado de 

asegurar la prestación eficiente y universal de un servicio público de salud que permita a 

todas las personas preservar, recuperar o mejorar su salud física y mental, como la 

posibilidad de hacer exigible por vía de tutela tales prestaciones para garantizar el 

desarrollo pleno y digno del proyecto de vida de cada persona. 
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Hechas las anteriores consideraciones, es importante hacer una breve referencia a los 

instrumentos internacionales que han sustentado y guiado el desarrollo del derecho a la 

salud en la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

SEGURIDAD SOCIAL El artículo 48 de la Carta Política, dispone que la seguridad social 

es un derecho irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, que debe 

garantizarse a todas las personas “en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad 

y solidaridad”. Para esta Corporación la seguridad social es un derecho de raigambre 

fundamental, que debe ser definido de la siguiente manera: “conjunto de medidas 

institucionales tendientes a brindar progresivamente a los individuos y sus familias las 

garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que puedan afectar su 

capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una 

subsistencia acorde con la dignidad del ser humano” 

CASO CONCRETO 

En el presente caso, se tiene que el señor JAIME PAEZ HERRERA en calidad de agente 

oficioso de MAYERLINE BARNES VILLAREAL, considera vulnerado su derecho fundamental 

a la salud, dignidad humana y seguridad social, por parte de CAJACOPI EPS, lo anterior 

debido a la suspensión de atenciones medicas domiciliarias así como la autorización para 

valoración por ortopedia. 

Por su parte CAJACOPI EPS en su informe asegura no estar vulnerando los derechos 

fundamentales que invoca la parte actora, toda vez que se encuentra programada 

valoración por ortopedia para el 30 de junio de 2023 con el profesional RAFAEL TORRES 

COGOLLO, además que no han sido suspendidas las atenciones domiciliarias, por lo que 

la presente acción debe declararse improcedente. 

En atención a lo anterior, el A quo mediante fallo de primera instancia resolvió negar el 

amparo debido a que considero que existía carencia de objeto por hecho superado. 

Inconforme con la decisión proferida el accionante impugnó el fallo asegurando que aun 

continúan las barreras administrativas para la prestación de los servicios de salud de la 

actora. Además pone de presente que en el fallo de primera instancia el Juez resolvió en 

relación al derecho de petición y no a la salud, seguridad social y dignidad humana como 

lo solicitó: 

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución, toda persona puede reclamar, por sí 

misma o por quien actúe en su nombre, ante los jueces, mediante la acción constitucional, 

la protección inmediata de sus derechos fundamentales, vulnerados o amenazados por la 

acción u omisión de cualquier autoridad pública, o por los particulares en los eventos que 

establezca la Constitución y la ley, cuando no disponga de otro instrumento de defensa 

judicial, excepto que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

de carácter irremediable. 

El mecanismo de protección procede, en consecuencia, contra cualquier autoridad pública 

que con sus actuaciones u omisiones vulneren o amenacen derechos constitucionales 

fundamentales, incluidas, por supuesto, las judiciales, en cuanto autoridades de la 

República, las cuales, sin excepción, “están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 

libertades”, como lo consagra el artículo 2º de la Constitución. 

De las pruebas arrimadas al plenario, se evidencia que el agenciado es una persona de 
44 de años que padece SECUELAS FRACTURA DE FEMUR, POLIARTROSIS, 
OSTEOPATIA A CONSECUENCIA DE POLIOMIELITIS, TRASTORNO AFECTIVO 
BIPOLAR Y OBESIDAD CLASE que además por su estado de salud se encuentran en un 
estado de indefensión que  requiere  de  la  intervención  del  estado, situación  que  le 
hacen  sujeto  de  doble protección constitucional. Sumado a lo anterior, la accionante 
pertenece al régimen subsidiado de salud. 
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Pues bien, la Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es un medio 
judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto al derecho a la 
salud, especialmente frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de 
debilidad manifiesta (inciso final art.13 Const.), entre los que están los niños y niñas, las 
personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De 
tal manera ha expresado: 
 
“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en el 
sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad 
manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de los 
niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P.arts.13,46y47), la salud tiene el 
alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar 
conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección 
constitucional a través de la acción de tutela.” 
 
Ahora bien, observa el Despacho que la accionada asegura que la presente acción se 
torna improcedente debido a que a la actora se le han prestado los servicios de salud que 
ha requerido, además que las pretensiones de la presente fueron resueltas ya que se 
encuentra autorizada y agendada la valoración por ortopedia y las atenciones 
domiciliarias. No obstante, la parte actora impugna el fallo y pone de presente nuevos 
hechos en relación a la última valoración médica domiciliaria realizada, además señala 
que continúan las barreras y que no ha sido valorada por ortopedia. De conformidad con 
lo anterior, se tiene que sobre los hechos nuevos generados no es procedente 
pronunciarnos por no haber sido puestos de presente en la solicitud de amparo, de igual 
manera en lo relacionado a la atención domiciliaria se tiene que las mismas se continúan 
llevando a cabo según lo afirmado en escrito de impugnación. 
 
Como quiera que la accionada no aporta a la fecha de proferir este fallo prueba que 
acredite que la accionante fue debidamente valorada, resulta necesario amparar su 
derecho fundamental de salud y ordenar a la accionada CAJACOPI EPS si no lo hubiere 
hecho, a programar valoración con ortopedia. Lo anterior, atendiendo a que la accionante 
un sujeto especial de protección. 
 
De todo lo antes expuesto, resulta necesario revocar parcialmente el fallo proferido por el 
JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOLEDAD de fecha 4de julio de 2023, y en su lugar amparar el derecho fundamental a la 
salud y seguridad social de la señora MAYERLINE BARNES, programando valoración por 
ortopedia. 
 
Además, se exhortará a la accionada a abstenerse de generar barreras administrativas en 
los servicios de salud requeridos por la actora. 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

RESUELVE 

PRIMERO: REVOCAR PARCIALMENTE el fallo de primera instancia proferido el 4 de 

julio de 2023 por el JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENICAS 

MULTIPLES DE SOLEDAD dentro de la ACCIÓN DE TUTELA incoada por JAIME PAEZ 

HERRERA en calidad de agente oficioso de MAYERLINE BARNES VILLAREAL, en contra de 

CAJACOPI EPS, y en su lugar AMPARAR el derecho fundamental de salud y seguridad 

social de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

SEGUNDO: ORDENAR a CAJACOPI EPS que en el termino de cuarenta y ocho (48) 

horas posteriores a la notificación del presente proveído, si no lo hubiere hecho, programe 

valoración por ortopedia a la señora MAYERLINE BARNES VILLAREAL, y de cuenta de 

hecho al Juzgado de primera instancia.  
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TERCERO: EXHORTAR a CAJACOPI EPS en lo sucesivo abstenerse de generar 

barreras administrativas en los servicios de salud requeridos por la actora 

CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 

Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

QUINTO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional 

para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 

 


